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INFORME No. 54/12
DECISIÓN DE ARCHIVO
PETICIÓN 616-04
VENEZUELA
20 de marzo de 2012
PRESUNTA VÍCTIMA:
Carlos Alberto Nieto Palma 
PETICIONARIOS:
el Centro de Derechos Humanos de la Universidad Católica Andrés Bello, el Programa Venezolano de Educación-Acción en Derechos Humanos (PROVEA), la Vicaría Episcopal de Derechos Humanos de la Arquidiócesis de Caracas, el Servicio Jesuita para los Refugiados, los Centros Comunitarios de Aprendizaje (CECODAP), la Red de Apoyo por la Justicia y la Paz, asistidos por Héctor Faúndez Ledesma (en adelante, “los peticionarios”)
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 5 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
14 de julio de 2004
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO
1. El 22 de junio y 5 de julio de 2004 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió una solicitud de medidas cautelares presentada por los peticionarios ante lo cual la CIDH decidió solicitar medidas provisionales a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y abrir a trámite una petición.  En la petición se alegó la responsabilidad del Estado de Venezuela por las amenazas presuntamente proferidas por agentes de la República Bolivariana de Venezuela (en adelante “el Estado” o “Venezuela”) contra el defensor de derechos humanos, Carlos Alberto Nieto Palma, Coordinador General de la organización de derechos humanos “Una Ventana a la Libertad” (en adelante “la presunta víctima”) y la falta de garantías judiciales.
2. Los peticionarios sostuvieron que el 6 de junio de 2004 Carlos Alberto Nieto Palma, fue visitado en su casa, por tres personas, una de las cuales se identificó con credencial como el “Comisario Rodríguez” de lo que denominan policía política, Dirección de los Servicios de Inteligencia y Prevención (en adelante “DISIP”), dependiente del Ministerio Interior y Justicia, y le informaron que tenían orden de realizar una “visita domiciliaria”.  Alegaron que los visitantes no disponían de una orden judicial para ingresar a su casa y le informaron que sólo querían conversar con él.  Alegaron que ante la insistencia de los policías en conversar con la presunta víctima en el interior de su casa, él los dejó pasar.
3. Los peticionarios sostuvieron que la conversación con los supuestos agentes policiales fue bastante extraña.  Sostuvieron que parte importante de la conversación estuvo orientada a demostrar que ellos conocían perfectamente las actividades de la presunta víctima y su familia.  Alegaron que se le pidió que corroborara, que sabían que era profesor en la Universidad Católica Andrés Bello y de la Universidad Central de Venezuela.  Asímismo, habrían hecho preguntas concernientes a su vida privada, demostrando que conocían detalles de la misma.  Alegaron que la segunda parte del interrogatorio consistió en preguntas sobre su trabajo como defensor de los derechos humanos y el trabajo que había realizado en las cárceles.  También habría estado encaminada a averiguar si conocía a los presos políticos de la Plaza Altamira, si los había defendido y por qué razón.  Le habrían preguntado por qué recibía dinero del Gobierno de los Estados Unidos para el financiamiento de “Una Ventana a la Libertad”.  Señalaron que la presunta víctima se sintió intimidada por todo esto y dado que hicieron comentarios sobre su sobrino, “lo bello que estaba”, la inseguridad que se vivía en Caracas y el riesgo de que pudiera ocurrirle algo. 
4. Los peticionarios sostuvieron que el 18 de junio de 2004 la presunta víctima recibió una citación para comparecer “inmediatamente” a la Fiscalía 27 del Área Metropolitana de Caracas, por lo que ese mismo día ésta se presentó a la Fiscalía, asistido por sus abogados.  Alegaron que se le había citado en calidad de testigo, pero nunca se le indicó de qué hecho era testigo o en base a qué procedimiento se le pedía su testimonio.  Sostuvieron que Carlos Nieto Palma fue sometido a un interrogatorio relacionado con el financiamiento de su organización no gubernamental y querían averiguar si él era el abogado de los “tira piedra de Altamira”, refiriéndose a algunos jóvenes detenidos en el marco de las protestas de febrero de 2004 que la presunta víctima había acompañado de manera profesional.  Alegaron que también se le preguntó con qué dinero su hermana estaba comprando una casa en Estados Unidos.  Señalaron que el interrogatorio fue muy violento y que el Fiscal que lo interrogaba le preguntó si él se consideraba un traidor a la patria.  Alegaron que al regresar a su casa, la presunta víctima notó que su computadora, que en la mañana había funcionado bien, ya no funcionaba.  Alegaron que se ignora si, mientras estaba ausente, alguien habría entrado en su domicilio a revisar el computador.
5. Los peticionarios sostuvieron que el 20 de junio de 2004, ciertos panfletos fueron distribuidos en los buzones de correo de todo el edificio donde vivía.  Alegaron que dicho panfleto decía: “CARLOS NIETO TE VAMOS A JODER, NUNCA VAS A VIVIR PARA COTARLO (SIC), TE JODIMOS PANA”.  Los peticionarios alegaron que existió una clara intención gubernamental de amedrentarlo, que constituía una serie de amenazas a la vida, integridad física, libertad y seguridad personal de Carlos Nieto Palma.  
6. Los peticionarios señalaron que no cuestionan la facultad y el deber del Estado de mantener el orden público y de sancionar a quienes puedan haber cometido un delito, sin embargo consideraron que no se podía utilizar la administración de justicia como una herramienta para amedrentar, más allá de las atribuciones legítimas del Estado en una sociedad democrática.  Sostuvieron que el Estado no puede utilizar la legislación penal para descalificar el trabajo que desarrollaba Carlos Nieto Palma en defensa de los derechos humanos de las personas privadas de libertad.  Alegaron que la sola insinuación -de que al recibir dinero de fuentes legítimas del extranjero, para realizar actividades lícitas de promoción y defensa de los derechos humanos, la supuesta víctima estaría cometiendo un acto de traición a la patria-, constituye acoso judicial y policial.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

7. El Estado sostuvo que ante los hechos la presunta víctima interpuso una denuncia y que el 24 de noviembre de 2005 el Fiscal Trigésimo Cuarto del Ministerio Público con competencia Plena a Nivel Nacional solicitó ante el Tribunal de Control competente el sobreseimiento de la presente causa, ya que aún cuando se adelantaron todas las actuaciones para el esclarecimiento de los hechos hubo una falta de elementos materiales.
8. El Estado sostuvo que durante la investigación no fue posible demostrar, mediante hechos fehacientes, la participación de algún funcionario de la Policía, bien sea de la DISIP o de la Policía Metropolitana de Caracas, en los eventos denunciados.  Alega que en las entrevistas rendidas por el denunciante, tanto en el Despacho Fiscal, encargado de la investigación, como en el Comando Regional No 52 de la Guardia Nacional, éste incurrió en una serie de contradicciones al manifestar “que sería una irresponsabilidad de su parte señalar algún funcionario en particular como autor de los hechos por él denunciado, cuando en realidad el no lo recordaba”.
9. El Estado sostuvo que el 19 de octubre de 2006, el Juzgado Cuadragésimo Octavo en Funciones de Control del Circuito Judicial Penal del Área Metropolitana de Caracas, acogió la solicitud del representante del Ministerio Público y decretó el sobreseimiento de la causa dado que no surgían elementos suficientes de convicción procesal que posibilitaran el enjuiciamiento de ciudadano alguno.
10. Por otra parte, sostuvo que el 9 de julio de 2004 la Corte Interamericana otorgó medidas provisionales de protección a favor de la presunta víctima y de miembros de su familia.  Respecto de su cumplimiento, sostuvo que se habían adelantado todas las diligencias en aras de garantizar el acatamiento efectivo de la tutela.  Alegó que desde hacía más de dos años se venía cumpliendo dichas medidas por parte de funcionarios de la Comisaría Cecilio Acosta, designados por el Juzgado Décimo Noveno de Control de Primera Instancia de este Circuito Judicial Penal.  Sostuvo que no se había presentado ninguna situación en la cual se hubiere podido presumir un grave riesgo a la vida o seguridad de la presunta víctima.
11. En vista de los argumentos antes expuestos el Estado solicitó a la CIDH que la petición no fuera admitida.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
12. La CIDH solicitó a la Corte Interamericana de Derechos Humanos la adopción de medidas provisionales para la protección de la presunta víctima y sus familiares, las cuáles fueron dictadas por la Corte mediante resolución del 9 de julio de 2004 para proteger la vida, integridad y libertad de Carlos Nieto Palma, así como la vida e integridad de Ivonne Palma Sánchez, Eva Teresa Nieto Palma y John Carmelo Laicono Nieto.
13. La CIDH registró la petición bajo el número 661-04 y tras efectuar un análisis preliminar, procedió a transmitirla al Estado para sus observaciones el 14 de julio de 2004.  El 29 de diciembre de 2004 la CIDH solicitó información adicional al peticionario.  El 19 de marzo de 2007 el Estado presentó su respuesta la cual fue remitida al peticionario para sus observaciones el 28 de marzo de 2007.  El 3 de julio de 2007 la Corte resolvió levantar las medidas provisionales a favor de Eva Teresa Nieto Palma y John Carmelo Laicono Nieto.  
14. El 5 de agosto de 2008 la Corte resolvió requerir al Estado que mantenga las medidas necesarias para proteger la vida y la integridad personal de Carlos Nieto Palma e Ivonne Palma Sánchez, por al menos seis meses.  El 19 de enero de 2009 la Corte resolvió levantar las medidas provisionales, entre otros considerando, por no contar con información “que demuestre que subsista la situación de extrema gravedad y urgencia y de prevención de daños irreparables que existió al momento de ordenar medidas provisionales” a favor de Carlos Nieto Palma e Ivonne Palma Sánchez.  
15. El 2 de junio de 2009 la CIDH solicitó información actualizada al peticionario y le informó que de no recibirse tal información dentro del plazo de un mes, la CIDH podría archivar el expediente de la petición.  A la fecha de aprobación del presente informe la CIDH no había recibido la respuesta del peticionario.
IV. 
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

16. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.
17. En la presente petición se alegaron las violaciones a la integridad personal y a la protección judicial establecidas en los artículos 5 y 25 de la Convención Americana.  Por su parte, el Estado sostuvo que la petición era inadmisible, en tanto los alegatos de los peticionarios no caracterizaban presuntas violaciones a la Convención Americana.

18. En el presente trámite el peticionario no respondió a las dos solicitudes de información de la CIDH de marzo de 2007 y junio de 2009.  En tales circunstancias, no es posible avanzar con el análisis o determinar si subsisten los motivos que sustentaron la petición inicial, por lo que de conformidad al artículo 48.1.b) de la Convención Americana así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, se decide archivar la presente petición.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
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